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15815 Sala Primera. Recurso de amparo numero 306/1983.

SBntencia nUmet"'l 87/1984, tU T de juniol y auto
aclaratorio d. ia misma de fecha 12 de tgual me••

La Sa.!a Primera del Tribunal Constitucional, compuesta PQr
don Manut:l Careta-Pelaya Alonso, Presidente, '1 don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña
Gloria Segué Cantón, don Rafael GÓmez-Ferrer. Morant y don
Angel EscuC..ieL o del Corral, Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la sigUientp

SENTENCIA

en el recU!'so de amp9.ro. ,numero 306.183, formulado por el Pro­
curador de ~ Tribunales don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pernia,
en represé"ntación de don Vicente Miralles Sola, bajo la di­
rección del Letrado don Joaquín Vila Vlc:ens, contra la pco­
videnctR de 7 de marzo y auto de 13 de abril de 1983. dictadas
por la Sala Prur.era de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Territorial de Barcelona. En el recurso han compare.
cido el Mmisterio Fiscal. el Abogado del Estado y el Procu·
rador don Francisco Sánchez Sa.oz, en nombre de don Alvaro
Martín AmaSll.Do. bajo la:hrección del Letrado don Rafael En­
trena Cuesta. Ha sido Ponente el Magistrado don Rafael G6­
mez-FerrElr Morant. quien expresa el parecer de la S&la.

l. ANTECEDENTES

1. En 5 ad mayo de 19H3, el Procura.c;lor de 108 Tribunales
don Eduardo Mui'l.oz-Cuélla.r Parcia, en representación de don
Vicente Miralles Sola. formula recurso de amparo contra la
providencIa de 7 de marzo.y el auto de 13 de abril de 1983, dic­
tados por la Sala Primera de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Territorial de Barcelona, con la súpli~ de Q.ue se
dicte sentende por la que _ disponga: .

Al Que el TrIbunal Territorial debe hacer aplicaci6n mme·
diata en la ejecutoria del apartado 3 del artículo 110 de la Ley
Jurisdiccional. debiendo deducir el tanto de culpa por dMobe­
dieocia para 8U remisión Al JuzgfUlo de Instruccián competente.

Bl Que el Tribunal Territorial debe también adoptar las
medidas procedentes para que 18 cumpla integra e mmediata.­
mente el fallo firme de la sentencia dictada por el referido

Tribunal en 28 de d.iciembre de 1975 y confirmada totalmente
por la S&la Cuarta del Tribunal Supremo en 21 de abril de 1980,
debiendo hacer por lo tanto, cumplida apUcaci6n delaputado 2
del articulo UO de la propia- Ley JurtsOicciona.l hasta el total
cumplimiento de la. referida sentencia firme.

C) Declarar la nulidad de la providencia -dictada por dicho
Tribunal Territorial -el 7 de marzo de 1983 y del auto posterior
del mismo de 13 de abnl del propio año 1963. por estar en
flagrante contradicción oon lo que habia resuelto el mismo TriR

bunal en la providencia finDe -,- consentida de 16 de febrero
de 198] y demás posteriores a ésta, también firmes y conaenR

Udas (y por ende ejecutorias), las cuales ya habian decretado
en ejecución de la sentencia firme el total derribO del edificio
y el CIerre y clausura de la industria a que se refiere el fallo
de la sentencia: disposiciones firmes y consentidas qUe no pue.
den ser vulnel'adas por las resoluciones impugnadas.

D) La imposición de las costas que se deriven de la trami­
tación de este proceso a la parte o partes contrarias que com­
parecieren en él,' conforme al articulo 95.2 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (L01'C),

2. La demanda parte de los siguientes hechos:

Al En 24 de diciembre de 1975 la Sala Primera de 10 Con·
tencioso-Administrativo de la Audiencla Territorial de Barce­
lona dictó sentencia en los recursos acumulados mimeros 204
y 213 de 1974 contra actos del Ayuntamiento de San Fausto de
Campcentelles. con el siguiente fallo estimatorio, 'Bn sus dos
primeros puntos, que se tr!lnscriben:

.Primero.-Anular la licencia de obras otorgada
por el antes mencionado Ayuntamiento, con fecha.
de 18 de abril de 1973, al recurrente señor Martín
Amasuno para construir un edificio en parcela finca
número 1 de la carretera de Badalona a Mollet, pro­
piedad del mismo, con destino tl vivienda, uficina
y garale, edificio que seré. demolido en su totalidad.
Segundo.-Anulaffios la licencia otorgada por el di­
cho Ayuntamiento, con fecha 6 de agosto de 1966,.
al mismo citado recurrente señor Marttn Amasuno,
para apertura y eJercicio de la actividad industrial
en los edificios existentes en la misma finca o par·
cela, ordenando el cierre y clausura de dicha in­
dustria...
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En 21 de abril de 1980 la Sala Cuarta del Tribunal Supremo
confirmO en todos sus extremos la referida resolucIón desesti­
mando el recurso de apelación que contra ella se habia inter­
puesto.

Bl A partir de este momento se producen en la fase de
ejecucIón de sentencia las actuaciones que a continuación se
exponen:

al En 4 de lull0 de 1980. de acuerdo con e: articulo 104 de
la Ley de lA. Jurisdicción Contencioso-Administrativa {L.J C.A)
la Sala Primera comunicó al Ayuntamiento la firmeza de la
sentencia para que la lleve a puro y debido efecto adOp-<lildo
las resoluciones que proct>diesen y para qUe practicase lo que
~>.:igiera el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el
fallo. .

bJ Por providencia de 11 de diciembre de 1980, dictada a
petición del actor, deducida ante la inactividad municipa, una
vez transcurrido el plazo de dos meses a que se refiere el ar­
t.ículo 105 de la WCA, la Sala Primera acordó oficiar al A.vunta­
miento para qUe en el término de cinco días remitiese a la Sala
testimonio de las resoluciones que hubiese adoptado en orden al
dehido cumplimiento del fallo firme de la sentencia; y por oficio
de 2 dp enero de 1981 el mencIOnado Ayuntamiento cont~st6 el
anterior requerimiento en el sentido de que no había adoptado
resolución alguna, haciendo referencia al problema del paro,
e indicando que quedaba a la espera de recibir nueva'! instruc­
ciones de la Audiencia y que ante las mismas actuaria en la
forma que en ellas se indique

cl Por providencia de 19 de enero de 1961, qUe ganó firmeza,
la Sala acordó, a pet1ció~ del actor, apercibir al Ayuntamiento
que de demorar injustificadamente tal cumplimiento por térmi­
no mayor de veinte días Se procedería conforme al articulo 110.3
de la LJCA, es decir se deducirla el tanto de culpa correspon­
diente al delito de desobediencia. .

dJ Unos doce dias más tarde el Ayuntamiento manifestó
a la Sala Primera que había dado un plazo de dos mtl-:-J:- l;l.l
señor Martín Amasuno para qUe cumpliera el contenido de la
sentencia y demoliera el edificio, añadiendo qUe aplicaría todas
las medidas legales a su alcance; y terminaba diciendo que no
obstante indicaba la posibilidad de que la Audiencia se dirigiera
a la Comisión Provincial de Urbanismo para que se pronunciase
acerca de la procedencia de conservar la obra por motivos de
interés público, al amparo del articulo 228 de la Ley del Suelo
de 12 de mayo de 1956, señalando como razón de interés público
Que el edificio a demolE"r constituye un centro de trabajo que,
de desaparecer, acarrearía g-raves perjuicios So varias üun lias
y agravaría el angustioso problema del paro. así como también
la circunstancia de que el Ayuntamiento se vería obligado a
indemnizar al interesado. dp producirse la demolición, dado Que
las obras se realizaron al amparo de una licencia municipal
erróneamente otorgada.

e) Por providencia de 16 de febrero de 1981, que gan6 fir·
meza, la Sa~ Primera acordÓ que no había lugar a la solicitud
del Ayuntamiento por haber sido dictadas las sentencias en
fecha posterior a la reforma de la Ley del Suelo de 12 de mayo
de 1956, no siendo por tanto aplicable el articulo 228 de la men­
cionada Ley.

f) Por providencia de 21 de abril de 1981, que ganó firmeza,
la Sala Primera, a petición del actor, ordenó al Ayuntamlen~o

qUe en el plazo de cinco días justificase haber cumplido el
fallo firme, con el derribo del edificio y el cierre y clausura
de la industria a qUe se refiere dicho fallo; y en 11 de mayo el
Ayuntamiento se dirtgió al Tribunal comunicándole que había
acordado dar cumplimiento al fallo. con expresa referencia a
la demolición de las obraR y cierre y clausura de la. industria,
comunicando tal acuerdo al señor Martín Amasuno a fin de
que lleve a puro y debido cumplimiento el contenido de los
mismos. •

gJ Por providencia de la Sala Primera de 9 de noviembre
de ¡981. dictada a petición del actor, formulada ante la red,Jdad
de que seguía sin cumplirse la sentencia. la Sala Primera ordenó
oficiar al Ayuntamiento a fin de que como ya se le tenia
interesa.do se prestase total cumplimiento a la sentencia dAndole
otro plazo de veinte días; pero sin deducir ya como procedia,
y se habla solicitado, por imperativo categórico del artículo 110.3
de la Ley de la Jurisdicción. el correspondiente tanto de culpa
por delito de desobediencia para su remisión al Tribunal com·
patente, si bien se efectuaba la advertencia de que lo haria si
no cumplia el fallo.

hJ En 22 de diciembre de 1981. el Ayuntamiento elevó a la
Sala Ull afielo en el que ponfa de manifiesto que se había
derri hado una edificación de 48,40 metros cuadrados; la Sala.
acordÓ dar traslado al actor, el cual manifestó que 10 demolido
p.ra un cobertizo y que lo Que debía demolerse de acuerdo con
la sentencia era un edificio de vivienda. oficina. y garate de
377,90 metros cuadrados. tal como lo decía el mismo fallo, y que
en vista de que se estaba tratando de burlar deliberadamente
el cumplimiento del mismo procedia ya sin mlts trámites aplicar
lo dispuesto en los articulos 110.2 y 3 de la LJCA. en los térmj·
nos que expone

iJ Por providencia de 28 de enero de 1982 la Sala ar;ord6
volver a requerir al Ayuntamiento dándole otro plazo de veinte
días para cumplir el fallo, con el mismo aperc1billliento con­
tenido en la anterior, y ante el incumplimiento del mismo y
Fl solicitud del actor, por prol-tdenc1a de 15 de marzo de ÜJ82
a.cordÓ concederle un nuevo plazo de diez dias, sin deducir
tampoco el tanto de culpa conforme al articulo 110.3 LJCA.

1) Por proVidencia de 23 de .septiembre de lOO?, dictada. ante
escrito del Alcalde en el ~enttdo de que era aplicable el articu·
lo 228 de la Ley del Suelo y que debía oficiarse a la Comisión
Provincial dé Urbanismo. la Sala Primera decidió en el mismo
sentido que las anteriores resoluciones, dando al Ayuntamiento
un nuevo plazo de diez díaa. E interpuesto recurso de súpUca
por eJ seAor MarUn Amasuno, la Sa1a 10 desestimó por auto
de veinte de octubre de .l982, indicando en el considerando se­
gundo que lo proced.p.nte es advertir al Ayuntamiento acerea
del supuesto contemplade en el articulo 110.3 de ia Ley JurisdiOo'
cional por últjma vez y en caso de incumplimiento y previa
reclamación pertinente Sf' faciliten los nombres de los respon­
sables.

k} Por providencia de 10 de noviembre de 1982, ·dictada a
petición del actor. se acordó advertir al Ayuntamiento por últi­
ma vez del supuesto contemplado en el articulo 110.3 de la LJCA
manifestAndole que si en el plazo de diez días no se hubiese
dado cumplimiento a :80 ejecutoria. facilitase a la Sala el llom·
bre de los responsablp.s del incumplimiento.

1) El Ayuntamü..>ntu por su parte reiteró la prfltensión de
Que se aplkara el ar tículo 228 de la Ley del Suelo. Que ya
había ddo rechazada por anteriores providencias firmes y con·
sentidas tanto por el Ayuntamiento como por el senor Martín
Amasuno. como puso de manifiesto el actor en el plazo que se
le otorgó. indicando que 'labre este tema ya no se podía volver
sin socavar el derecho fundamental de obtener la tutela efec­
tiva del Tribunal encargado de cumplir la ejecutoria; y que
como esta actitud y conducta tanto del Ayuntamiento como del
codemandado señor Martín eran una verdadera burla para eata
parte y para el mi-=mo Tribunal Territorial encargado de hacer
cumplir el talIo. procedía ya sin miLs dilación ni trámite deducir
el tanto de culpa corre'lpondiente por el delito de desooodiencia,
exigir el derribo efectivo del edificio y la clausura también de
la actividad. todo pU" d.. acuerdo con los apartados 3 y 2 de
la lJCA.

m} Por providenCIa de 1 de marzo de 1983 la Sala Primera.
prosigue la parte demandante, en vez de hacer lo 'loli -.·tado
por la misma diSpuso todo 10 contrario de lo que habfa resuelto
en sus anteriores providencias firmes dictadas en la ejecutoria.
púes invocando un auto del Tribunal Supremo dictado en asunto
completamente distinto -yen el que no había sin duda alguna
ninguaa providencia anterior firme- resolvía contrariar todas
las anteriores res.oluci:.m.es jB consentid!ls y firmes y: ~Ofi :idr a
la Comisión Provincial dp Urbanismo de Barcelona para que en
el plazo de dos rtlesps notifique al trgano jllrisdiccio,lal 51
por motivos de interés público se impone seguir o conservar
la obra, y si no 10 hiciere se entenderé. qUe nada obsta a la
ejecución. según lo di<;plJesto en el arUc1.ilo 228 de la Ley del
Suelo de 12 de mayo de 1956 y por su resultado se acordará,..

n} Por auto de 13 de ahril de 1983, la Sala Primera. desestimó
el recurso de súplka formulado contra la. anterior providencia
por el solicitante de! amparo.

3, La demandante- estima que las resoluciones impugnadas
han violado el derec.ho fur damental establecido en el articu­
lo 24.1 de la Constituc.;ir'lTl. p,l cual consagra el derecho Que tienen
todas las personas a obtener la. tutela efectiva de los Tribuna­
les en el ejercicio de <¡us derechos e intereses legftimos: dere­
cho que debe tutelarge el Tribunal TelTttorial en vez de dene­
gárselo en la práctica por el triple procedimiento siguiente:

A) En primer lugar, aJ no aplicar el apartado 3 del artícu­
lo 110 de la lJCA deducipndo el tanto de culpa correspundiente
por delito de desobedlencl.!\, pues conCUlTen todos los requisitos,
habiendo transcurrido 'lO sólo seis meses como exige el artícu­
lo 110.2. sino casi tres años desde que se comunicó el fallo
firme de la sentencia al Ayuntamiento: negando así la tutela
efectiva del derecho a la ejecución del fallo firme, al no haber
puesto ni estar poniendo el Tribunal sentenciador los medios
que le son exigibles porque son imperativos los dictados del
artículo 110.3 mencionado. que la Sala de Barcelona ha in­
cumplido.

B} En segundo término, se le deniega al actor el derecho
que le asiste a que la sentencia Be cumpla. al no aplicar debi­
damente tampoco el articulo 110.2 de la WCA. pues no se ha
adoptado ni arbitrado medida ninguna efectiva para que se
cumpliera lo mandado; habiéndose limitado a formular meros y
simples -requerimiento'!" dancM -plazos,. siempre burlado'i, por
lo que procede se dicte sentencia ordenando al Tribunal Terri­
torial qUe adopte todas las medidas que sean necesarias para que
se dé cumplimIento efectivo al fallo firme de la senten'~¡.l tal
como ordena el 110.2 mencion&do.

Cl Por último, el 'Tribunal Territorial ha vulnerado también
grave y nagrantemente el derecho a la tutela efectiva QUe tiene
el recurrente al haber dIctado el mismo la providencia de 7 de
marzo de 1983, recutTida en súplica y el auto de 13 de abril
sIguiente desesttmatoria de la misma: resoluciones que deben
declararse nulas por contravenir el derecho fundamenta! a la.
tutela efectiva que debe dar el Tribunal Territorial al recu.rente
por vulnerar y contradecir tales resoluciones las anteriores pro­
videncias y, firmes consentidas. dictadas por el mismo Tri­
bunal.

4. Por providencia de 1 de funio de 1985, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda de amparo interpuesta por don
Vicente MiraUes Sola, sin perfuicio de lo que resultase i", los
antecedentes, J por personado y parte en nombre y represen-
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.ación del citado al Procurador don Eduardo Muftoz-Cuéllar
Pernia. Por lo que a tenor de 1.0 cUspuesto en el &rt1culo SI de
la LOTC, acordó requerir atentamente., con carácter de urgen­
cia a Ja Sala' Primera de 10 ContencIoso-Administra.tivo de la
Audiencia de Barcelona pa.ra qUe remitiese testimonio de las
actuaciones relativ&8 a loa recurso. acumulados números 204 y
213 de 1074. en loa que recayó I8ntencia de 24 de diciembre
de 1975

t
interesándose al propio tiempo de dicho órgano judicial

el emplazamiento de quienea fueron Parte en el mencionado
proceso, con excepción del recUIT8nte. ya personado. Por pro·
videncia. de 22 dE" septiembre de 1983 se tuvieron por recibidas las
actuaciones y por personado y parte, en representación de don
Alvaro Martín Amasuno, al Procurador don Francisco Stmchez
Sauz, dándose vista de las milmas al recurrente, Ministerio Fis­
cal y Procurado! señor Sánchez Sanz.

5. El Ministerio Fiscal, después de referirse a los hechos,
formula SUs alegaciones ¡efiamndo, en primer lugar. que un
procedImiento y subsiguiente proceso contencioso-administrati­
vo que dura más de diez aflos sin que la demora pueda acha~

carse a quien ahora demanda amparo, ~s de suyo inadrr.;,,;;ble
y ello sin olvidar que la causa primera del proceso se encuentra
en una actuación de un Ayuntam1ento que data. de 1966. La
larga duración del proceso estaba postulando la pronta y defi­
nitiva ejecución de la decisión Judicial si no se quiere que
cuando los órganos judtciales resuelvan venga a quedar en
una mera declaración sin efectividad, haciendo con ello irreal
lo establecldo eT1.el artículo 117.3 de la Constitución, ya que no
es suficiente con iuzgar, sino que eS preclso hacer ejecutar lo
juzgado. Así lo ha ~ntendido este Tribunal en la sentencia de 7
de junio de 1982 (R. A. número 234/80), cuya doctrina aparece
confirmada más tarde en el auto de 17 de noviembre de 1982
(R. A. número 327/B2L

Si tomamos como punto de partida no sÓlo el teXto del ar­
tículo 24.1 de la norma fundamental, sino también la interpre­
taci6n que del mismo ha hecho este Tribunal -prosigue el
Ministerio Fiscal- resulta claro el desfase o desacuerdo entre
aquel precepto y esta interpretación y láactuación del orden
contencioso-adrnlni5ttrativo, que no solamente deja de poner en
marcha los mecanismos que l8.·Ley le confiere para dar cumplida
ejecuci6n a SUs d(-cisiODas, s1no que después de mantener una
posición reiterada en detenninado sentido. confiriendo firmeza
a sus decisiones. ,::ambla el signo ,de las mismas a solicitud de
un órgano) de la Administración Local, que está haciendo pri­
mero caso omIso de aquP llas decisiones 'i después intentando
incluso, según pa"e08 desprenderse de lo artuado, dar por
eum-plida una sentenC'ia alterando l('ls términos de la misma
o sustituyendr) las actuaci.ones judicialnvm, .. !:t,:ordad:as poI"
otras de tenor distinto.

Tras citar la sentencia de este Tribunal de 1.. de julio de 19a1
(R. A. numero S/8Il. -el Ministerio Fiscal destaca que las reite­
radas resoluciones del Tribunal Conteo{ioso-Administrativo po­
nen de manífiesto que el d~recho a la tutela judicial no sola­
mente ha sido vulnerado por dejar de ejecutar la sentencia
firme, sillo también por dilatar indebidamente un tré.mite de
ejecución, un proceso que data ya de diez ados, dilación que
resulta más patente al hlil.C6r uso de un precepto de norma
derogada al tiempo de producirse la sentencia y que el Dlismo
Tribunal habia declarado con anterioridad inaplicable en base
a esa misma derogación.

En conclusión -termina-diciendo el MinisteTio Fiscal-. -puede
afirmarse que el derecho a la tutela judiCial efectiva ha sido
negado al recurrente en amparo en los térmlOos que se señalan
en la demanda amp'iados en los que anten:deu. por lo que
interesa de este Tribunal que di.cte sentencia estimatoria de la
demanda de amparo.

8. La rt'p"e~~ntliciÓn del señor Martin Am1i'mno inter J;a de
este Tríbunal qUd dicte sentencia desestimatoria del amparo
solicitado y que condene en costas al recurrente.

En apoyo d¿ su pretensión señala, en primor Jugar. que. "onha
lo que afirma el demandante de amparo. las iHD...,¡dencias ante
riores a la de 7 de marzo de l00~:l no adquiricm"l firmeza p~lr no
haber sido notific8ja~ a 8US destinatarios y Que. por otra parte.
la adopciOn de las resoluciones impugnadas en amparo es con­
secuencia obligada de la aplicación del articulo 228 de la Ley
del Suelo de lQ56, a los procesos iniciados durante su vigencia,
conforme ha proclamado, Cle forma reiterada, la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo.

En segundo término, el señor Martín considera que de los
dos aspectos de la pretensión del demandante ~la clausura de
la actividad y la demolición de lo indebidamente edificado-, el
primero debe mfttizarse a 'a vista del penúltimo consideraIldo y
del fallo de la sentencia de la Audiencia, que se refieren a la
licencia de 6, de agosto de 1966 y no a la posterior de 18 de
enero de 1975. de la que se dice que no consta que fuera recu­
rrida en reposición_ ni objeto de ampliación del recurso conten­
cioso, con lo que mal puede en un in('id;,onte de ejecución de
sentencia pretenderse evitar las conser.uencias de la actividad
poco diligente del demandante respecto a la citada licencia de
1975, que ampara, por tanto. la continuidad de 1<'. actividad in­
dustrial en aquel sector de las edificaciones que no han de ser
demolidas.

En cuanto a leI demolici6n del edificio. el seña' Martín A~nasu·
no hace notar que. según admite la parte contraria, se ha
efectuado ya la demolición de parte de las obras consid(-radas
ilagales, prerisamente aquella qUe teme. sustantividad e inde­
pendencia en cuanto al resto. y que la demolici6n que se pre·
tande de las restantes obras. amparada por los acuerdos muni·

cipales de O de diciembre de W73 , 13 de febrero de 1974, DO os
pertinente desde varios puntos de vista; al Porque, según está
acreditado mediante oficlo de la ComiSiÓD de Urbanismo de
BarCelona da 24 de mayo de lQB:i. obrante en autos, se dn:,;uen­
tra en avanzado estado de tramitaci6n la revisi6n del Plan ge.
neral de ordenación del municipio, cuya.s previsiones permiti­
rán legalizar tanto el volumen como el uso del edificio en CUes­
ti6n. siendo, en oonsecuencia, aplicables la cloctrina sentada
por el Tribunal Supremo en la sentencia de 21 de abril de
1975 -articulo 1.839- y en el auto de 25 de marzo del mismo
año -articulo 1.735-. b) Porque la ejecuci6n en sus propios
términos de la sentencia de la .Audiencia de Barcelona en
cuanto a la demolici6n q 'le 88 pretende seria contraria a los
principios de equidad "1 proporcionalidad administrativa, que
sirvieron de base. respectivamente. al auto de 29 de octubre
de 1970 -articulo 4.672- y • la sentencia ae Z1 de febrero de
1981 -articulo 890--, ambos del Tribunal Supremo, ya que la
demolición de las nuevas obras, por .su iptima conexi6n con
las anteriormente existentes, afectaria a la totalidad de la
estructura del edificio e impedirla. el desarrollo de la activi­
dad amparada por la licencia de lQ75 que adquirió firmeza,

7, La representación del solicitante de amparo reitera en
su escrito de alegaciones los argumentos ya expuestos en la
demanda, destacando, no <Jbstatlte, en primer lugar, que las ac­
tuaciones remitidas por la Sala de la Audiencia de Barcelo~

na derrJtlestran con evidencia la falta de tutela efectiva en que
ha sumido al recurrente dicho Tribunal en la fase de ejecución
de la sentencia de que se trata y, en particular, la referida falta
de tuteia efectiva se ha hecho aún más patente en las actuacio­
nes practicadas después de la pl'esentaciéln de la demanda de
amparo, en las que se advierte que la Comisión Provincial de
Urbanismo de Barc.elona, en su oficio de 24 de mayo de 1983,
comunica a la mencionada Sala que no se aprecian especiales
circunstanciRs de interés público que impidan la demolici6n
del edificio, es decir que nada se opane a conceder la tutela
efectiva en la ejecuci6n de la sentencia firme con la demolici6n
real d131 edificio y con el cierre real de la industria, bien­
entendido que, so1icitada una vez más por el señor Miralles la
eiecud6n de estos extremos en su escrito de 16 de junio de
1983. en el que interesaba ademé.s el libramiento de tanto de
culpa correspondiente, la Sala, en su providencia de 21 de julio
de 1983. ni tan siquiera prove~ a lo primero y se niega expresa·
mente a expE'dir dl!";'ho tanto de culpa.

11 En segundo lugar. el recurrente insiste sobre la procedencia
de que este Tribunal dicte sentencia acogiendo los pedimentos
del sup!ico de la demanda, si bien dice que el sE::ñalado en ~quél,
bajo la letra el. ha dejado de tener en este M('lmento releva..lc1a
práctica al haber contestado la Comisión Provincial de Urba·
nismo de Barcelona que nada se opone a la demolici6n de lo
edificado.

Por úitimo, el solicltante de amparo, invocando la doctrina
sentada por las sente:lcias números 32/1982 y 26/1983 de este
Tribunal, entiende que procede el otorgamiento del amparo por­
que el recurrente tiene el, derecho constitucionalmente garan·
tizado de que los órganos judiciales adopten todas las medidas
c3ndlócent",s a asegurar el cumplimiento eficaz de las sente"ldas
dld.acias a .'>u favor, debiendo los Tribunales de instancia adop­

·tar sin demora todas las medi1a,s necesarias para que tenga
lUe'ar dicho cumplimiento eficaz.

8. Por providencia de 14 de marzo de 1984, de acuerdo con
lo Que establece el articulo 52.1 de la LOTC, la Sección acord6
dar vista de las actuaciones al Abogado del Estado por plazo de
veinte días para alegaciones. con exclusión de las formuladas
por ¡al> partes y el Ministerio Fiscal, qu~ se tenian por reci­
bidas.

Q. El Abogado del Estado formula escrito de alegaciones,
presentado en 10 de abril de 1984 por el que suplica se dicte
sentencia por la que, otorgando el amparo solicitado, se reco­
nozca el der<.>cho del actor a que la sentencia de 24 de diciem­
bre de 1975 Se haga efectiVa. ordenando p~a ello a la Audien·
da Territorial de Barceiona que adopte sin demora las medidas
necesarias para asegurar su cumplimiento.

Después de referirse a las actuaciOnes llevadas a cabo en
ejecución de sentencia, el Abogado. del Estado concluye que el
derecho del actor a obtener una tutela judicial efectiva ha
sido vulnerado, por lo que nada tiene que oponer a que se
otorgue el amparo solicitado, si bien' ~stima que debe efectuar
algunas matizaciones frente a las pretensiones deducidas en el
su'plico de la demanda: la primera se refiere a las medidas
que en concreto se solicita disponga el Tribunal para la ejecu·
ci6n de la sentencia de la jurisdicción contenciosa. puesto
que, conforme a la sentencia del mismo número 26 de 1983. de
13 de abril, ..no es tarea propia del Tribunal entrar en el ané.Ii­
sis de cuáles son estos medios, nJ es competencia suya re .....lver
acerca de 106 que en el presente caso deben ser empleados.. ,
cuestión que debe resolver la Audiencia Territorial de T-arce·
lona; por otra parte. en cuanto a la condena er costas. en ',iende
que el articulo 95 2 LOTe anuda las costas correspondientes
a los procedimipnto'i constitucionales a la postura mantenida en
el propio pr.)ceso constitucional, por lo que debe rechazarse en
ese pretendido automatismo basado en consideraciones ajenas
a este recurso.

Por último, el Abogado del Estado pone de manifiesto la
conveniencia de que se dé traslado de este recurso al Ayunta­
miento de San Fausto de Ca.mpr.entelles, por si considera opor­
tuno compa~ecer en el mismo y formular cualquier alegación
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que tenga por convenlpnte en dafe'nsa: -te sus intere~e~, evitando
así cualquier supuesto de posiJ;le indn.fensión ..

10. De la" actuadonp.~ redbid;,ts re'lult8.rt lo~ siguiente! et·
tremoso que conviene poner d" manifipsto para complementar los
dntec~entes~

A) Por acuerdo del Ayuntamiento de Campcentelles de. 6 de
diciembre de 1973, se dispuso lo siguiente; .. Requerir a don Al·
varo Mario Amasuno paca que en 91 improrrogable plazo de
un mes. contado a partir del siguiente al de la notificación
del prAsente aCUf~rdo, Droceda a la demolición de la parte de
l)dificao.;ión realizada ilegalmente en la finca. de supropied d en
la carretera 1e Badalona a Mollet, número 1, de este término
municipal. o <;ea, procediendo en la planta semisót.ano al de·
rribo de lo edificado en direCción a! pasaje sin nombre en una
'ongitud de JI metros por una anchura de 11 metros, y eIl la
planta piso, demoliendo el exceso de obra correspondiente a
dos crujías, equivalentes a 8 metros 90 centimetros de anchura
por 11 metros de longitud, y dei ando todo lo edificado con las
rarartenstiras que figuran ,en el proyecto técnico que sirvió
1e bdse O;-lra ",' otorgamiFmto dE' la licencia mUJIicipal de ',hl as.
v con la expn~s<'lda advertencia de que, en caso de desobediencia,
'ierÉ! eip.:utada dirha di'!molición por ia brigada municipal de
obras, con gastos a cargo del infractor, sin periuicio de exigir
laR resoonsl'lhilidades' a que en derecho hubiera lugar"

Contra dirho acuerdo se intprpusieron por don Alvaro Mar­
tín Amasuno V don Vicente Miralles Sola sendos recursos de
reposición, que fUeron desestimados por acuerdos del propio
Ayuntamiento de 13 de febrero de '974.

8) Interpuf~~tO'i contra los aludidos acuerdos sendos •• ...:ur·
<;os contf'ncioso-admlnistrativos por los señores Martin Amasu­
no y Mi ralles Sola. que recibieron los númflr09 204 y 213 de 1974,
fu€'ron a,urnuiados por la Sala Primera de 10 Contendoso·Adml­
nis!n'ltivo d' la Audiencta Territorial de Barcelof1a que !U~ re·
solvió por sflntencia de 24 de diciemhre ele 19i5 cuyo raIJo es
rlel sieuif'nte tpnor literal· ..Que desestimamos el recurso con·
tl"ncioso·arlministrativo interpuesto por don Alvaro Martín Ama­
'>uno contra el acuerdo del Ayuntamiento P!pno de San Fausto
riP Camo('pntplles de fecha ~ de diciembre rie 1973. así como con·
tra el de 13 de febrero de 1974 dene~atorio de la repo<>ición de
HQuél· por el cont.rario. estimamos parcialmente el recuri' in­
lf'rouf'lito por don Vicente Miralles Sola contra los mismos
,'l,uerdos municipales citados. los cuales pardalmente anula·
mns por no estimarlos rrmformes a derecho. y en su conse­
cUenria disponemos: Primero, anular la licencia de obras atar·
I!ada Dar el antes mencionado Ayuntamiento con fecha 18 de
ahril de 19n al rAcurrente sef'ior Martín Ama.<;uno para cons·
truir un ediftdo en parcela finca número 1 de la carretera de
BAda lona a Mollet, propiedad del mismo, con destino a vivien·
da. ofkina y garaje, edificio que será demolido en su tot.alidad:
sp.e-unño, anulamos la licencia otorgada por el dicho Ayunta·
miento con fecha 6 de agosto de 1966 al mismo citado recurrente,
señor Martin Amasuno, para apertura y ejercicio de actividad
lnrlustrial en los edificios existClntes en la misma finca o par­
cela, ordenando el cierre y clausura de dicha industria: y ter.
("P.ro. jnadmitlmos y desestimamos las re'itanles peticion~.i de.
rluddas por el recurrente señor MiralJes en su demanda. No
ha,pmos exoreso oronunciamiento de las costas del recurso._

_ C) Interpuesto recurso de 'apelación contra dicha gentencla
Dor el señor Martín Amasuno, por sentencia de la Sala Cuarta
rlel Tribunal Suoremo de 21 de abril de 1980 se declaró no
hah~r lugar al mismo, confirmando, en consecuencia, la sen.
tennA l'p,01,qdB. que se declara ftrme.

Dl A partir de este momento y hasta la remisión de las
C1r t Ufu'ion<><; :;l este Tribunal. la Sala de la Audiencia dp B-trcelo­
na dicta 26 prrJvldF,!ncias y dos autos. resoluciones todas ellas
n'lativas al proceso de ejecución de la me-ncionada sentencia
v notifkarlas a las parte-s. si bii'n las dos últimas nrovidencias
se reflprr"n fflrnhlén a la remi"ión de las actuaC'ionp-s a este Tri.
'lunal: a los efprtos del presente proceso de amnaro, interesa
-lf>stl'lcar las siguientes'

al Providencia de 4 de julio de 19RO, por la que, habiéndose
r"'clbldo certificación de la sentencia dictada por la Sala Cuar.
ta d~l Tríb~nal Supremo, se declara firme la sentencia dictada
Dar la Audlenda y se dispone la remlo;ión de testimonto de la
m!sma juntamente con el expedif'mte administrativo, al Ayunta.
Jnlpnto dA gl'ln Fausto de Campc€!ntelles. a los efectos oportunos.

b) Providencia de 19 de enero de 1981 por la Que se disponp
~acer saber al Ayuntamiento de San Fau'lto de Campcentelles
que. s1n e?,("'usa. ni prétexto al,l!':uno y sin mayor demora, proce.
':la a la el""cur'16n de la sentencia cuya certificación literal le
fu",. rpmitirt~, apercibil1ndole que., de demorar InjustificadAmente
tal cUIT,n1:mlento por térmIno mayor ,'e veInte d1as, "Je proce­
d¡>r{¡ en la forma prevenida en el articulo 110,3 de la tJ '

c) ProvidMria de le de febrf'JTo de 1981, que' declRrs no
hC1.b

pr !ue'8r a lo pedido pOr la repre~1"ntación de don Vicentp
\~'rflJlps en a~pnd6n al contenido del oficio del Ayuntamiento
r,¡ tampoco a la solicitud de esa Corporación Local de 27 de
"!W r? flntr'rior (de que se dirigiese la Sala a la Comisión PrO­
v.lnClal dI:' Urh;::¡nismo a firl de que este or~anismo se pronun­
~I'~<;: <;obrf> la. pr.ocf>dencia o no de conservar la obra por motivryCl
;,c IOtf'rés OUh!lCO al amparo del artículo 228 de la L~y del
")'1'110 de HI.<;~ Vigente cuando se iniciaron los autos que c(l'jdu­
w"ron en T'i sf'ntencia de :"4 de diciembre de 1975J .. por lo,<tber
~,'do dictadas las sentencias recaídás en aquellos (autos) en
J",ha posterior a la vigencia de la reforma de la Ley del

Suelo de 2 de mayo de 1975 Y no ser, por tanto, aplicable lo
~dispuesto en el artículo :228 de- la Ley del Suelo de 1956-.
¡ d) Providencia de 23 de septiembre de' 1982, por la que se'·
requiere una vez más ar Ayuntamiento -que por escrito de
22 de dide-nbre de 1981 había oomúnicado a la Sala que $8­
habia derribado por parte del. sefto.T MarUn' Amasuno ..una
odificación de 4,40 X 11,00 = 48,40 metrQs cuadrados, la· cual
estaba formada por una estructura de honnigón, jácenas '1--; hie-'
ITa V cubierta dlf'ffbrocemento,,-y por' escrito de 6 de mar2'o de
1982 habia reiterado la petición de apltcación del artículo ""'.8 de
la ley del Suelo de 1956- a fin de que, dentro del Y)!azo

.de diez días ejecute el fallo firme de la. sentencia dictada en
-este procedimiento que conderne a la demolición total riel
edifído como al cierre y c1tulsurlJ'" de la 'industria p.n él desa­
rronada".

e) Auto de 20 de octubre de 1982 -por el que se resuelve
el recurso de súplica interpuesto por el se~or Martín Amasuno
contra la Providencia anterioT- en el que tras señalar que
no es relevante para esta ejecutoria la alegación hE'cha por el
citado recurrent.e .. respecto de la licencia {de f.lpcrtu ..", de
est2blecimientol de 18 de enero de 1975, porque ya fue consi­
dorada en esta instancia y también por el Tribunal Supremo
en su dis_ razones todas conducentes. a la desestimación de
dicho recurso, se añade que tampoco procede acceder a la
~ticlón hecha por la parte contraria (el señor Miralles Sola)
respedo a deducir el tanto de culpa penal por presunta deso­
bediencia por parte del señor Martín Amasuno y del Ayunta­
miento.

f) Providpncia de 7 de marzo de 1983 (dictada tras dos
escritos dirigidos a la Sala pOr el Ayuntamiento, de fechas
de 23 de nodpmbre v 21 de diciembre de 1002 en los ':lue se
reitera la solicitud de que se aplique el artículo 228 de la Ley
del Suelo de 1958), en la Que tras senalar que debe tenerse Rn
cuenta ..que el prpsente proceso fue inicado el 8 de abril de 1974
y lo resuelto por el Tribunal ~upremo en Auto de fecha 20 de
febrero de 1982_, dispone que se oficie ..a la Comisión Provincial
de Urbanis.mo de Barcelona para que en el plazo de dos meses
notifique al órgano jurisdiccional, si por motivos de interés
público se impone seguir o conservar la obra V si no 10 h''''iere
se entenderá. que nada obsta a la ejecución, según lo dispuesto
en el articulo 228 de la Ley del Suelo de 12 de- mayo de 1956-.

g) Auto de 13 de abril de 1983, que deSflstima el recurso
de suplica interpuesto por el seftor Miralles Sola contra la
anterior Providencia fret'urso impumado por la reoresentación
del AyuntamIento y del señor Martin Amasuno), Que .se man­
tiene en todas sus partes ..porque se ajusta", la 18,E!'ahd-tO'i en­
tonces vigente-, seF,ún la interpretación a que se hace referen­
cia por el Tribunal SUPTcmo.

h) PMvidp.ncla de 13 de junio de 1983 DOr lA que se BC'lerda
dar vista 8 las pflrtes por término de tres días del oficio de
la Dirección GPnpra' de Urbanismo de la GenprAlIrt"'d de Cata­
luña que transcrIbe un acuerdo de la Comisión rlé Urbfl.ni;mv de
Barcelona de 4 e1f' mayo del mismo ai"o; al que lueg-o se aludlrt\.

iJ Providl'lncia de" 6 de julio de 1983, en la que, entre otras
cosas Que no hflcen al caso, se dice que ..no ha lugar a lihrar
el testimonio del tanto de culpa pedido en el e."crito da feclla 16
de junio últjmo~ (del señor Miralles Solal.

E) El oficio de la Dirección General de Urbanismo de la
Generalidad de Cataluña. que tIene un sello Con f(l(:ha de, salida.
de 7 de juniO de 1983 dice lltf!ralmente 10 si.'tuiente: ..La Comi~
sión de Urbanismo de Barcelona, en la sesión calf"hrada. el
pasado dfa 4 de mayo de 1983, adopt/'.), entre ot.ros, el siguiente
acuerdo:

..Manifestar a la Sala Primf1Ta de la Audiencia Territorial
de Barcelona en contestación a su escrito de fecha 7 de mano
de 1983 fRegistro de Entrada númp-ro 1806, de fecha 15 :ie
marzo de 19M), por el que, en relación al Rerurso número 204/
1974, solidta de esta Comisión, de conformidad con lo que
dispone el artículo 228 de la Ley del Suelo, informe sobre :a
existencia o no de motivos para no llevar a caho frl contenido
del falTo de la Sentencia del Tribunal Suprp 010 d~ fecha 21
de ahrll de 19~O aue confirma en apelación la spntencia de 2-4
de diclpm"re de 1975 de la Sala Primera del Cnntr>ncioso·.4.imi-'
nlstrativo de la .A.ucii"'nria Territoral de fhrcplnnR. n"'snf>do
a la d p rn(llkión dE'l edifiCio situado fOn la ca,rretpra dE' MoJl ... t,
núml"ro 1, de S<ln FRll<;tn de Campcentelh~s. nup no se aorecian
espp.cil'llp<; circunstanri'ls de interés publico qut' impirJ'lr la
nemolición dal pdiriGio, <'mnque sngún informe del er-¡uin re·
dactor de la Revisión dp.1 Plan GenArAl df1 Q"'r!f>nació'" dp.i
municipio las previsiones del nuevo plant.t"amipnlo pn trAmite
respecto de la zona pE"rmitirAn legalizar tanto 1"1 voll1m€'n como
el uso del edificio en cUestión.

F) Las veintiséis prOvidencias y dos autos dichldas 8n eje­
cución de sentencia aparecen notificadas a lAS partas. En
concreto, en cuanto a la notificación a la n:¡pn'<;entació'l del
señor Mart1n Ama'luno. que ostentaba el Letrado don Ed'Jardo
Llorens Rib~, debe hacerse notar lo siguIente:

al En vein te providencias y un auto la notificación del
sei'\or Uorens Ribe aparece firmada por persona distinta cuyo
nombre parece ser, según resulta de la firma, ..M. Franco de
Sarabia". En relación con estas noutteactones -entre las que
se incluyen la correspondiente- a la providencia de 16 de febrero
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de 1981-, la representación del aetior MarUn Amasuno ha
efectuado las actuaciones que ha estimado procedentes en
determinados supuestos, como son las siguientes: impugnación
del recurso de súplica interpuesto por la representación del
safiar Miralles Sola. contra 1& providencia de 1de marzo de
1983 dentro del 'Plazo otorgado por la providencia de 21 de
marzo cuyas notificaciones firma el seftor Franco de Sarabla,
y escritos presentados con motivo de las providencias de 13 y 14
de junio de 1983 cuyas notificaciones aparecen firmadas por
el mismo sei'lor Franco de Sarabla.

b) En dos providencias y un auto la notificación al Baflar
Llorena Ribe aparece firmada por persona distinta cuyo nom~

bre parece ser, según resulta de la firma, "Jesús Diaz... En rela~

ci6n con estas notificaciones la representación del señor MarUn
Amasuno ha efectuado también las actuaciones que ha esti­
mado pertinentes, como resulta del resuelto de súplica inter­
puesto por la citada representación contra la providencia de 22
de septiembre de 1982, cuya notificación al Letrado de Llorens
firma don Jesús Diaz.

c) La Providencia de " de Julio de 1980, por la que se
acordaba que siendo 1'irme la sentencia se remitiera testimonio
de la misma juntamente con el expediente administrativo al
Ayuntamiento a los efectos oportunos, apareCe notificada 01
señor Llorens si bien la firma -difícilmente legible- no
parece corresponder al mismo. Y la providencia de 6 de julio
de 1984, re!atlva a 10Sbficios de la Comisi6n Provincial de
Urbanismo y del Tribunal Constitucional, aparece notificada
al señor Llor2ns, si bien la firma es totalmente ilegible, dá,.,dose
la circunstancia de que la rePr:esentación del señor Martín
Amasuno ha comparecido en el presente recurso en virtud de
lo dispuesto en tal providencia.

d) Por último, la providencia de 9 de noviembre de 1981. por
la que se otorga- un plazo de treinta días al Ayuntamiento para
la ejecución de la sentencia con apercibimiento de la aplicación
de lo displlesto en el articulo 110.3 LJCA apa.reCe notificada al
Letrado señor Llorens, sI bien la firma .por orden» per'sona
distinta que, según se deduce, es don Juan Lloret, también
aparece firmada por el mismo la última providencia dictada
en 21 de julio de 1983 pOr la que se emplaza a las partes para
compareCer ante este Tribunal.

Gl En cuanto a la representación del Ayuntamiento, fue
ejercida por el Abogado del Estado en el proceso contencioso
y en la fase de ejecución, hasta la providencia de 23 de diciem­
bre de 19R3, que tiene por comparecido al Ayuntamiento. y ..n
su nombre y representación al Procurador don Antonio María
de .Anzizu Furest, con el que se entenderán ésta y las sig'Jien­
tes diligencias, en la misma providencia se acuerda ,que se
silencie en lo sucesivo el procedimiento respecto al Abogado
del Estado.

Hl Por providencia de 21 de julio de 1983 la Sala Primera
de lo Contencioso de Barcelona acuerda elevar los autos origi­
naJes al ,Tribunal Constitucional con emplazamiento de las partes
por plazo de diez días, conforme a) artículo 51.2 de la sentencia
2/1979, de 3 de octubre. Esta providencia aparece notificada al
Procurador señor Anzizu el mismo día, al Procurador' señor
Lasala y al Letrado señor Llorens, si bien firma .por orden~

persona distinta que, segUn se deduce, es don Juan Lloret.
11. Por providencia de 23 de mayo de 1984 se señaló para

deliberaci6n y votación el día 30 de mayo. En .tal día se deli­
beró y votó,

ll. FUNDAMENTOS JURlDICOS

i. Antes de entrar en el examen de la vulneración del ar­
tículo 24.1 de la Constitución. planteada por el actor, es nece­
sario considerar la alegación de la representaci6n del seftor
Martín Amasuno en relación a la falta de notificación de las
resoluciones d;<.:t,adas, en ejecución de la sentencia y la cuestión
que suscita el Abogado del Estado acerca de la procedencia de
que se dé traslado de este recurso al Ayuntamiento de San
Fausto de CH~pcentelles por si considera oportuno comparecer
en el mismo ~

A) La representación del señor Martín Amasuno sostiene
que las providencias anteriores a 7 de marzo de 1983 no ad­
quirieron firmeza por no haber sido notificarlas a BUS destina·
tarios.

La Sala no puede aceptar tal afirmación. El examen de ·las
actuaciones demuestra, por el contrario, que las resoluciones
dictadas l-n ejecución de sentencia han sido notificadas a las
Partes; en especial, por lo que hace a la representación del S8­
fíor Martín Amasuno (antecedente 10.Fl, si bien las notifica­
ciones no fueron firmadas ~n general- por su representante,
sino por clra;; personas. surtieron todos sus efectos, ya que
reaccionó con'ra las citadas resoluciones y formuló los escritos
que estimó pertinentes cuando así convino a sus intereses; la
aplicación del principio de buena fe impide, como es obvio,
compartir la tesis que se nos propone.

El El (ras lado del presente recurso al Ayuntamiento de San
Fausto de Campcentelles resulta improcedp,nte. toda vez que su
represenLmte ha sido emplazado para comparecer ante este
Tribunal. de acuerdo con el artículo 51,2 de su Ley Orgánica,
sin que be haya efectuado la comparecencia de dicha Corpo­
ración en el plazo otorgado al efecto {antecedente 10.Hl. No se
Plantea, por tanto, supuesta alguno de posible indefensión,

2. El artículo 2"1.1 de la Constitución establece el derecho
de todas ¡as personas a obtener la tutela efectiva' de los Jueces

y TribuotlJ.es en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos,
sin que ",o niogUn caso pnflda producine indefensión, Este de­
recho comprende, según ha declarado el Tribunal en reiteradas
ocasiones, el de obtener la ejecuci6n de las seotencias, naturai­
mente dejando & salvo el caso de las meramente declarativas,
pues lo contrario seria convertir las decisiones judiciales en
meras declaraciones de intenciones (sentencia 32/82, de 7 de
junio, FJ 1.0).

La ejecución de las sentencias -en sI misma consider'J.da­
es una cUtlstión de capital importancia para la efectividad del
Estado social V democratico de Derecho que proclama la Cons­
titución -articulo 1.°_, que. se refleja -dentro del propio ti­
tulo preliminar- en la sujeción de los ciudadanos y los pode­
res públicos a la ConstitUCión y al resto·del ordenamiento JU­
rldico, cuya efectividad -en caso de conflicto- se produce
normalmdnte por medio de la actuación del Poder Judicial -ar­
ticulas 117 y siguientes de la Constitución-, que fina.liza con la
ejecución de sus sentencias y resoluciones firmes, Por ello, di·
fícilmente puede hablarse de la existencia de un Estado da
Derecho c,Jando no se cumplen las sentencias y resoluciones
Judiciales firmes, y de aqui que el artIculo H8 de la Constitu"
ciÓj'l estabh:!zca que: .Es obligado cumplir las sentencias y de­
más resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, asi ¡¡;joma
prestar la c,)iaboración requerida por éstos en el curso del
proceso '! en la ejecución del mismo, .. Cuando este deber de
cumplimi:"mto y colaboración -que constituye una obligación
en cada caso concreto en que se actualiza-- se incumple por
los poderes públicos, ello constituye un grave atentado al Estado
de Derecho, y por ello el sistema jurídico ha de estar organizado
de tal forma que dicho incumplimiento -si se produjera- no
pueda impedir en ningún caso la efectividad de las sentencias
y resolucLones judiciales firmes.

El artículo. 24.1 de la _Constitución, al establecer el derecho a
la tutela lt'didal efectiVa -que comprende el de ejecución de
las sente!lctas según hemos indicado- viene así a configurar
como un Jerecho fundamental de carácter subjetivo lo que, des­
de una perspectiva obJetiva. constituya un elemento de trans­
cendental importancia en el sistema jurídico.

El des.-lrroUo y regulación del ejercicio de este derecho fun­
damental, que vincula a todos ios poderes públicos, corresponde
al legislador. el cual deberá respetar su contenido esencial (ar­
tículos 81 y 53.1 de la Constitución); contenido que puede ex­
traerse en parte de la propia Constitución, interpretada de for­
ma. sistematica dado que la misma es un todo en el que cada
precepto adquiere su pleno valor y sentido en relación a los
demás.

Así, en pri.mer lugar, la ejecución de las sentencias y reso­
luciones firmes corresponde a los titulares de la potestad ju­
risdiccional, .haciendo ejecutar lo juzgado.. (articulo 117,3 de la
ConstitUC\0rJ) seA"ún las normas de competencia y procedimiento
que las leyes e~tablezcan, lo que les impone el deber de adoptar
las medidas ',Jpúrtunas para llevar a cabo esa ejecución (sen­
tencia 26tl:13, 1e 13 de abril, FJ 3.°.•Boletín Oficial del Estado·
de 17 de n.a.yol Cuando para hacer ejecutar lo juzgado el ór­
gano judicial adopta una resolución que ha de ser cumplida
por un Ente publico, éste ha de llevarla a cabo con la necesaria
diligencia, sin obstaculizar el cumplimiento de lo acordado, por
imponerlo así el artículo 118 de la Constitución; y cuando tal
obstaculizacióll se prQduzca el Juez ha de adoptar las medidas
necesarias pactl la eiecución, de acuerdo con las leyes, que
han de "er interpretadas -según ha declarado el Tribunal en
reiteradas ocasiones- de conformidad con la Const,itución y en
el sentido mAs favorable para la efectividad del derecho fun"
damenta1. Si tajes medidas no se adoptan con la intensidad ne­
cesaria -y·legaJ-mente posible- para remover la obstaculización
producids., el órgano judicial vulnera el derecho fundamental
a la ejecución de las sentencias, que le impone -como antes
deciamo~ ei deber de adoptar las medidas oportunas para
llevarla a cabo, Por otra parte, tales medidas han de ado')' arse
sin que~e produzcan dilaciones indebidas, pues de otra forma
se vulneraría el artIculo 24.2 de la Constitución, que si l:Iien.
como seña.la- la mencionada sentencia, no se confunde con el
derecho a la eJecución de las sentencias del 24.1. se encuentra
en Intima relación con el mismo, pues es claro que el retraso
injustificado en la adnpción de las. medidas indicadas afecta en
el tiempo a la efectividad del derecho fundamental, de tal forma
que, como afirma la sentencia del Tribunal 6/1981, de 14 de
julio, en su FJ 3.° (.Boletín Oficial del Estado.. de 20 de julio)
debe planLearse como un posible ataque al derecho a la tutelll
judicial efectiva las dilaciones injustificadas que puedan <u.:oo­
tecer en cualquier proceso.

3. Las idea.:. anteriores permiten eotrar ya en el examen de
la cuestión planteada, que se centra en la pretendida vulnera
ci6n del :1rtículO 24.1 de la Constitución, aducida por el actor,
y en la existencia o no de dilaciones indebidas, alegada por 1::1
Ministerio Fiscal.

La vio:aci6n del artículo 24'.1 de la Constitución se habrá
producido si~1 órgano judicial no ha adoptado las medida.s per­
tinentes !-Jara. hacer ejecutar lo juzgado. Tales medidas Se en
cuentran prel.'lstas por la legislación aplicable, que, con caracte-f
general.. t:.s la Ley de la JUrisdicción Contencioso-Administrati
va CUCA}, siendo de aplicación en lo no previsto en la misrnH,
con cará.ster supletorio. la Ley de Enjuiciamiento Civ~1 y las
disposiciones orgánicas del Tribunal Supremo y de las Audi02n
cias Territoriales. de acuerdo con la disposición adicionnJ ~fxt<l
de ia LJCA, todo ello sin entrar en el presente epigrafe en la
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existencia de regulaciones previstas en leyes sectoriales. com<J
la Ley del Suelo de 12 de may" de 195f -hoy derogada~ "l! la.
que habr~m08 de refertrn08 en el epfgrafe siguiente. Y aun
cuando ""lO es tarea del Trlhunal el def,enninar cuáles son IAI
medidas de posible aplica.ción. dehe examinar si las previstas
por la legislación ha, sido o no aplkadR8, en la medida en que
ello sea necesario para determtnar si se ha vulnerado o no di
artfculo 24 1 :le la Constitución.

En este ~ntido. por lo que aqul interesa, debe señalarse
que el ar!ículo no, núrnPTOS 1. 2 v 3 de la UCA. establece,

1. El Tribunal sentenciador. mientras Do cons­
te en autos la total ejecución de la sentencia o ;8
efectividad de las Indemnizaciones seAaladas en los
:::as08 rpspertlv~ atioptaré.. a lnstancla de las par
tes lntc,resadRs. cuantas medidas sean necesarias
pl:U'a promeverla y aeUvana.

2: 51 transC'urriesfln seis meses desde la fecha
1e recepdón del tpstimonio de la sentencia por la
Autoridad administrativa, o desde la de fijación
de indelTlnizaC'ión sin que se hubiese eiecutado
aquélla o sati"ff"chl) ésta. salvo lo previsto en el
'l.rticulo 105. el Tribunal. con audiencia de las' par­
tes. adóptará la,. medid"s que considere proceden­
tes para el cumplimiento dE: 10 mandado.

3 Sin oerjuiclo iA eJlo. deduciré. el tanto de cul
,)a que rorrespondl<'se Dor delito de dE'iso~dj¡:mcll~

p8Ia su !"pmisión al rribunal competente.

La intepretación de este precepto. en conexión con los damAs
referidos a la efecuClón de sentencias (artfculos 103 a 112 WCAl.
debe harene, seg-On ha seftalado el Tribunal en reiteradas oca­
siones en relaci6n con las Leyes. de cont'ormtdad con la Cons­
titución y en el sentido más t'avorable para la· efeeti vidad del
derf'cho fundAmental.

la apli"''lrién dA este : rit~rio interpret.ativo conduce , Iw
c:¡iguir>ntl"" af -maciones:

Al Es oh\i!?'ado para 1; A1rninic::tración que hubiP.f'8 dietoldo
el acto o disposición obieto del recurso. la ejecución de la san·
tfmcia recaída (artkulo 118 de la Constitución);

BI La ejp.cución de la sentencia correspOnde, en prin<:ipio.
aJ 6qzano que huhiere dlrtado el aCto o disposición obieto del
recur;:o (articulo 103 UCA). debiendo interpretarse este com·
petl"nrifl no como la atribución de una potestad, sino como la
concreción del deber de cumplir lo decidido por las sentencias
v resoluciones firmes -Que constituye en cada caso una obli
gadón para la Administrarlón-. y de prestar' la colabore.ción
rpquerida POr los Jueces y Tribunales en sus resoluciones firmes
dktadas en e;ecucl6n de sentencias (articulo 118 de la Cons­
titución) .

C) Él cumplimiento de esta obligación debe producirse --con
Carr.cter general- dentro del plazo de seis meses desde la fecha
de recepción del testimonio de le sentencia o desde la fija­
ción r;p 'a indf>mnización (Mhculo 1102 UCA)

01 Cuando se incumple esta obligación de efecutar la sen­
tencia ~V de colaborar con los Jueces y Tribunales en el plazo
le,ra.mente establecido-, el Tribunal sentenciador con audien­
cia de las rrtes. adopt.aré. las medidas que considere proceden·
tes para e cumplimiento de lo mandado: corresponde al Tri­
bunal mencionado decidir cuáJes son estas medidas pero, desde
la perspectiVa constitucional que ahora interesa, debe señaiarse
que corresponde exclusiVamente al mismo hacer ..ejecutar 10
iuzP"ado_, de acuerdo con las Leyes (articulo 117.3 de la Cons­
titución), y requerir las colaboraciones que estime precisas
(artículo ~18 de la misma), por lo que ha de Interpretarse Que
tal~s med~das no pueden quedar limitadas por la falta de ejer­
CiCIO de la competencia, en el plazo legalmente previsto. por
la Administración autora del acto O disposición. en orde .• a la
eierución de la sentencia; en consecuencia, el Juez puede apli­
car las medirlas previstas en· la Ley de EnJuiciamiento Civil
de aplicación supletoria. entre las cuales puede ordenar qu~
',e ha~a lo mandado a costa del obligado (artículo 924 de la
[evo de Fniuiciamiento CfviD. y requerir a tal electo la colabo­
rerlón Que estime 0fortuna de otros entes públicos o personas
p:ivarla~, en especia del Estado, pues la sentencia o la resolu­
clón de los Jueces y Trlbunáles emanan de un poder del E5tado,
y todos los poderAs del Estado -en &u sentido integral, es dedr,
C'ompr<'''nc!lendo las Comunidades Autónomas- tienen el deber
de ro:3b0ración. .

El Por último, el articulo 1103 de la UCA establece -con
cf'rActer lmperatlvG-- que, sin perjuicio de lo anterior, el TrI­
bunal Sentenciador .. dedUCIrá el tanto de culpa que corre'lpon­
dip-re por el delito de d3sobediencia para su remisión al Tribu­
nal rompetente-.
. Fl. la JnterpretaciÓD establecida -desde la perspectIva cons­

t:tuclOnal- permite determinar si en el presente caso se han
ado~tado las medidas procedentes para la ejecución de la sen­
tenc:a. Tal valoración no se 'ha de efectuar con un criterio
puramBnte legal. pues lo que se trata de determinar es si se
ha prrxiucldo una vulneración del derecho fundamental es decir
en definitiva unavtolación de la Constituci6n en Su artfcu:
lo ~41. lo qUe eXfR'9 valorar la relevancia constitucional de la
aCC1Ón u omisión del órgano JudiCiaL

. 4. ~ resoluciones ludidales aquf impugnad68 son la pro_
v¡denrla de 7 de marzo de 1983 y el auto de 13 de abril de 1983.
En la prtmp.ra, la Sala, que ya había decidido por providencia

firme de 16 de febrero de 1983 que no procedía aplicar lo dis­
puesto en el articulo 228 de la Ley del Suelo de 12 de maya
de 1968 como habfa soUcitado el Ayuntamiento. acuerda apU·
cario a petición de la propia Corporación. y decidlh

.... teniendo en cuenta que el presente proceso fue
inictado el 8 de abril de 1974 y lo resuelto pOI' el
Tribunal Supremo en auto de fecha 20 de febrero
de 1982, oflcieee a la Comisión Provincial de Ufba..
nismo de Barcelona p8I'& que en el plazo de dos
meses notifique al órgano jurisdiccional sI por mo­
tivos de interés ptíbUco 4. impone seguir o conser­
var la obra. y si no lo hIciere se entenderá que
nada obsta a la elecuc16n. según lo dispuesto en
el articulo 228 de 1& Ley del Suelo de 12 de .mayo
de 1958 "1 por su resultado se a.cordar.....

Por auto de 13 de abril de 1983 la Sala de 10 ContencIoso
deilestima el recurso de súplica formulado por la anterior pro·
videncia por el solicitante del amparo.

El mencionado arti~lo 228 de la Ley del Suelo de l~ de
mayo de 1958 disponfa lo siguiente:

..1. Si en virtud de sentencia se hubiere de desis·
tir de la construcción o destruir alguna obra de
urbanización, el Juzgado o Tribunal al que competa
ejecutar el fallo lo comunk:erá a la Comisión Pro­
vinciaJ de Urbanismo para que en el plazo de dos
meses notifique al órgano jurisdiccional si por me­
t;ivos de interés público .~ impone sesuir o conser­
var la obra, y si no 10 hiciere, se entenderá que
nada obc;ta a la ejecución.

2 Si dispusiere la prosecució'" o conservaciÓD
de le. obra. el Juzgado o Tribuna.l fijará la indem­
nización que el condenado debe pagar al perjud14

cado. en la forma dispuesta por los articulas 924
y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil o 92
de la Lp.y de lo Contencioso-Administrativo. segúri
que el fallo hubiere sido dictado por la jurisdicción
ordinaria o la contencioso-administrativa.

La providencia de 7 de marzo de' 1983 y el auto que viene
a confirmarla de 13 de abrti de 1983 se dictan una vez transcU­
nidos más de do<; f:lños rfesde 1& anterior P!"uvid€'nda nrme
de 16 de lebrero de 1981, CUyo contenido vi(men a revisar, por
le que se acordaba la improcedencia de aplicar el articulo 228
de la ley del Suelo. .

A partir de estos elementos de juicio, la detHminación de
si las resoluciones impugnadas vulneran el artículo 24.1 de la
Constitución exige efectuar las siguientes consideraciones:

Al El derecho a la tutela fudiciaI efectiva no alcanze a
cubrir las diferentes modalidades que puede revestir la ejecu­
ción de la sentencia, pues -como dijo ya la sentencia del Tri­
bunal 58/1983 de junio, fundamento Jurídico 2, .. Boletin OfIetal
del Estado_ de 15 de julio- tan constituctonal es una el~cuctón
en la que se cumple el prinCipio de la identidad total entre lo
ejecutado y lo estatuido en el fallo como una ejecución en la
que, por razones atendibles, la conden.a. es sustituida por su
equIvalente pecuniario o por otro tipo de prestación.

B) De acuerdo con lo anterior. el legislador puede estable­
cer, sin afectar al contenIdo esendal del derecho. los supuestos
en que pued.¿. no aplicarse el prinCipio de identidad y sustituir­
se por una jr,demnizHci6n.

C) En esta linea de razonamiento puede afirmarse, con ca­
rácter general, que la aplicación del artículo 22B de la Ley
del Suelo com.' medida orocedentli1 para la ejecución de la <;~1ten-_

cia, no es opuesta al derecho fundamental del articulo 24.1 de
la Constitución, máxime teniendo en cuenta que el derecho a la
ejecución de la sentencia ....:....en la forma establecida por la Ley­
es un derecho que afecta a cuantos han sido parte en la Iltis.

D) El problema Que plantea el recurso no reside. pues, desde
la perspectiva constitucional en la apItcación del articulo 228
de la Ley del Suelo. sino en si tal apllcación p1.Jede efectuarse
por las resoluciones impugnadas cuando ello supone revisar
una resoluciÓn anterior firme en la que la propis Sala habia
decidido que tal precepto era inaplfcable; resoludón que, no
impugnada en amparo por ninguna de laa partes en el proceso,
si entendían qUf'! afectaba a su derecho a la ejecución de sen­
tencia, en cuanto estimasen que el menctonado articulo 228 de
la Ley del Suelo era de aplicación preceptiva.

El Para resolver la cuestión suscitada hemos de reiterar,
como antes dedamos. que la determine.ct6n del contenido del
derecho fundamental a la elecución de las sentendas ha de
hacerse en primer lugar acudiendo a Dtros preceptos de la Cons­
titución, y de acuerdo con una interpretación sistemática de la
misma En este caso, son de especial relevancia el articulo 117.3,
en cuanto establece la POtestad jurisdiccional exclusiva para
hacer e1ecutar 10 juzgado, según las normas de competencia y
procedimiento que establezcan las Leyes, y el 118, el cual pre­
ceptúa que 9S obligado cumplir 18.9 sentencias JJ demás resolu­
Ciones firmas de los Jueces y Tribunales, asf como prestar la
co)aoor8('ión requerida por éstos en el curso del proceso y en
afeructón de 10 reSuelto.

De taJes preceptos resulta que las resolucIones firmes dicta­
das en efecución de sentencia deben ser cumplidas y hin de
hacer<le e1ecutar por 1O!J Jueces y Tribunales, de acuerdo con
10 establectdo en las Leyes en materia de competencia y proce­
dimiento. Esta fonnulaclón constitucional no impide que el le-
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gislador establezca supuestos de firmeza potencialmente debili­
tada, como sucede con loa recuTsos extraordinarios de revisión
y otros C&SOs que pOdrian citarse,. pero impide que, al margen
de tales supuestos. taXativ&mente previstos. ae dejen sin efecto
las re5;oluciones firmes. Asl lo exige el propio principio de segu·
rtd.ad Jur1dica. y el de legalidad en materia procesal (articu~
los 8.2 y 117.a de la Constitución). que impide que los Jueces
~ Tribunales, al margen de los casos previstos por la Ley. pue­
dan reviear el juicio efectuado en un oaso concreto, sI enten­
dieran con posterioridad que La decisión no se ajusta a la
legalidad aplicable.

F> En el presente caso la revisi-ón que se efectil& por la!
resoluciones impugnadas de una resolución anterior firme, dic­
tada en ejecución de sentencia, se lleva a cabo por entender,
en definitiva, que lo ajustado a la legalidad aplicable es 10
con trario de lo que ya se decidió, y ello en base a la posición
sostenida -en un auto posterior por el Tribunal Supremo. Se
trata, puei>, de la revisión de una resolución firme por razones
de fondo, que no encuentra su amparo en una competencia y
un procedim;~mto legalmente establecido; no sólo pOlque falta
motivación alguna en este sentido, sino porque el artículo 110.2
de la LJCA. antes considerado, impone a los Jueces que adopten
las medidas que consideren procedentes para el cumplimiento
de lo mandado -no para cambiarlo-, y porque no se trata
aquí del plllnt':lamíento de una nueva cuestión -en llh términos
permitidos por la Ley-, cuya resolución puede afectar al con­
tenido de lo mandado.

G) Como consecuencia obligada del razonamierno anterior,
se llega a la c'1nclusión de que las resoluciones impugnadas
son contrarias al derecho fundamental a la - ejecución de la
sentencia cOll'SAgrado por el artículo 2.4..1 de la ~nstitucion,

.y, en conser..:uencia, procede estimar el recurso en este punto;
conclusión .:tu" haCe innece.tario estudiar si las resoluciones
tmpugnadas se han dictado con una dilación indebida, ~'Omo

pone de ml*n¡fiesto el Ministerio Fiscal, dada la improcedencia
de dictarlas por venir a revisar una resolución anterior firme
que habia ya resuelto la misma cuestión, como ha quedado ya
ju!;tificado.

5. El actor pretende, ademá.s de la declaración de nulidad
de las r('so!l~'~inf'e.s impugnadas, que dispongamos qUe el Tribu­
nal Territorial debe también adoptar. las medidas procedentes
para que se cumpla integra e inmediatamente el fallo de la
sentencia, haciendo cumpJ1da aplicación de !e dispuesto en el
articulo 110 de la WOJ\; V asimismo, que debe hacer aplicación
inmediata en la ejecutoria del apartado 3 de la WCA, debiendo
deducir el tanto de culpa por desobediencia para su remisión
al Juzgado de Instrucción competente.

En relación coil este punto, el examen de las actuaciones
evidencia que desde la providencia de 4 de julio de 1980 -no­
tificada a la representación del Ayuntamientu ell el sig'~ie!lte
día habil- por la que se comunica a dicha Corporaciótl b.
firmeza de la Sfmtencia a los efectos oportunos, transcurre un
plazo muy j,,<lt<:l.do -dentro del cual se dicta la providencia
de 16 de febrerr, de 1981 por la que la Sala decide que .no es
de aplkacion el articulo 228 tantas veces mencionado-, muy
superior al previsto en el artículo llO.2 dI:> la Wf..-A, sin que
el Ayunla,nie,li.o ejecute la sentencia y siu qUl: el Tribund.l sen­
tenciador -que adopta con anterioridad a las resoluciones im­
pugnadas medidas reiteradas de requerir al Ayuntamiento­
adopte las procedentes para el cumplimIento de io mandado,
entre las iee;almente posibles (antes examinadas), siendo de
sel1alar en e!>ppcial -por 5U carácter imperativo- que tampoco
deduce e~ tanto de culpa que cocresponde. por delito de desobe­
diencia. como e>.ige el articulo 110.3 de la LJCA.

No se le o,-ulta a la Sala la intensa a.ctividad llevada a cabo
por el Tribunal sentenciador, ni que la obst.aculización produ­
cida genera graves dificultades pa.ra la ejecución de las senten­
cias, ni deswnoc.e que la interpretación antes expuesta en orden
a las medidas que puede adoptar, desde la perspectiva del de­
reoho fundamental y de acuerdo con la Constitución, no se
encuentra cClnsolidada a nivel doctrinal ni jurisprudencíal, pu­
diendo expHc.arse la no adopción de algunas medidas proceden­
tes por la complejidad que puede ofrecer. en una primera fase,
la interpretación de las Leyes preconstitucionales de conformi­
dad Con la Constitución, así como por la conciencia existente
acerca de la problemática eficacia de las medidas de carácter
penal; pero, SlO perjuicio de 10 anterior y hasta tanto se modi­
fique, en f:iU caso, el sístema vigente, hay que aplicarlo extra·
yendo todas las posibilidades que ofrece su interprt'lte.ción de
conformidad con la Constitución y en el sentido mas favorable
para la eíect, vidad del derecho fundamental.

6 El razonamiento expuesto nos lleva a concretar cuál debe
ser el contenido del fallo de nuestra sentcncitL. estimatoria del
amptt.ro, de acuerdo con el articulo 55.1 de la Ley Orgánica
del TrtbulUll Constitucional. el cual establece que la sentencia
que otorgue el amparo contendrá alguno o algunos de los pro­
nunciamientos siguientes: a) Declaración de nulidad de la deci­
sión, acto o resolu~ión que hayan impedido el pleno ejercicio
de los derechos o libertades protegidos, con determinación, en
su caso, de la extensión de sus efecto~. bl Reconocimiento del
derecho o ti.bertad pilblica de conformidad con su contenido
constitucionalmente declarado. el Restablecimiento del recu­
rrente en la integridad de su derecho o libertad con la edopción
de las medidas apropiadas,. en su caso, para su conServación.

Al En primer lugar hemos de precisar, pue's, sI procede de­
olarar la nulidad de la providencia de 7 de marzo de 1983 y
del auto que viene a confirmarla de 13 de abril del mismo año.

De acuerdo oon las consideraciones anteriores, y como COn­
secuencia obligada de ellas, no cabe duda de que procede tal
declaración de nulidad por ser contrarias al pleno ejercicio
del derecho fundament8.i a la ejecución de la sentencia; el hecho
de que el informe de la. Comisión Provincial de Urbanismo se
haya evacuado en· el sentido de que no existen motivos de inte­
rés general en virtud de los cuales se imponga seguír o conser­
var las obras, se produce oon pOsterioridad, y no priva a las
resoluciones impugnadas del carácter impeditivo del cumpli­
miento de la sentencia en la forma acordada por la providencia
firme de 16 de febrero de 1981, es decir, sin hacer aplicación del
artículo ~ de la Ley del Suelo de 12 ce mayo de 1958.

B) En segundo lugar procede reconocer el derecho del actor
a la ejecución de la sentencia de la sala de lo Conteneioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona de 04 de
diciembre de 1975, en la forma estab~ecida en el fallo y en las
resoluciones firmes dictadas en ejecución del mismo, no impug­
nadas en el presente recurso.

Cl Finalmente, proceder~tableceral recurrente en la inte­
gridad de su derecho, requiriendo a la Sala de 10 Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona para
que adopte las medide.s procedentes y adecuadas para la ejecu­
ción de su sentencia mencionada, dentro de las previstas en las
Leyes, Interpretadas de oonformijad oon la Constitución y en
el sentido más favorable para la efectividad de los derechos
fundamentales, de acuerdo con las consideraciones contemdas
en los fundamentos juridicos tercero y cuarto.

La conclusión anterior responde, en sentido afirmativo, a la
pretensión del actor recogida en el antecedente LB, dado el
tenor literal del artículo 110.2 de la UCA, si bien la conclusión
a la que llegamos reSpOnde a un razonamiento efectuado, como
es obligado en esta sede, desde la perspectiva del. derecho fun-
damental. .

Desde esta misma perspectiva debemos ahora examinar la
pretensión del actor en orden a que el Tribunal sentenciador
debe haCer aplicación inmediata de la ejecutoria del· apartado 3
del articulo 110 de la UCA, debiendo deducir el tanto de culpa
por desobediencia para su remisión al Juzgado de Instrucción
competente. La valoración de esta medida como procedente pata
conseguir la ejecución de la sentencia -1 su aplice.ción impe­
rativa- deriva de la propia- WCA, como &ntes hemos indicado.
No podemos ignorar, sin emba,rgo, Que las resoluciones aquí
impugnadas alteran el planteamiento de la cuestión, al e"timar
aplicable el artículo 228 de la Ley del Suelo de ,12 de mayo de
1956, por lo que no parece que en este momento proceda adop­
tar --desde la perspectiva constitucional- la solución que se
nos Pide; ello, sin perjuicio de que la prosecución de la e.nte­
rior actitud muniCipal, caso de reiterarse, haya de dar lugar
desd~ la propia. perspectiva constitucional (es deCir, como me­
dida procedente para la ejecución de la sentencia. establecida
imperativamente pOr la Ley, la cual en definitiva viene a desa­
rrollar y regular el ejercicio del derecho a la ejet:ución de sen­
tencia) a que tenga que aplicarse el artículo 110.2, dado el
tiempo transcurrido desde la sentencia.

D) Las conclusiones anteriores no quedan alteradas por el
coni.enido del informe de la Comisión ProvinCial de Urbaü!smo,
en el sentido de que, ..según informa del equipo redactor ,de
1.a revisión del plan general de ordenación del municiplo~ las
previsiones del nuevo planearoiento en trámite respecto ae la
zona permitirán legalizar tanto el volume~ como el uso ~el
edificio ~n cuestión_, pues es claro que un mfonDe del ~U:l~O
redactor no posee trascendencia alguna a efectos de JOcldir
en la ejecución de una sentencia.

Por último, debemos también señalar, en la Unea anterior.
que la alegación de la representación del señor Martin Amasu­
no en orden a la licencia del año 1975 no es relevante por
plantear una cuestión de mera legalidad resuelta por la Sala
de lo Contencioso en auto de 20 de octubre de 1982 {antece­
dente -la D.e'>.

7. En cuanto a la imposición de costas, solicitada por el
actor, al amparo de lo previsto en el articulo 95.2 de la: Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, la Sala no aprecla la
existencia de temeridad o mala fe, que exige el mencionado
precepto, por lo qUe no estima en este punto la pretensión del
dema.ndante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIUN
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido;

Estimar en parte el recurso de amparo, y a tal efecto:

Al Declarar la nulidad de la providencia de 7 de marzo
de 1983 y del auto de 13 de abril del mismo año, dictados por
la Sala Primera de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de Barcelona en ejecución de la sentencia de
24 de diciembre de 1975, recaída en los recursos acumulados
numeras 204 y 213 de 1974. -

,BI Reconocer el derecho del actor a que la mencionada
SaJ"1 adopte sin dilación alguna las m~didas procedentes para
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la ejecución de ~la tndicada sentencl~ de acuerdo con el fallo
y resoluciones firmes dictadas en ejecución.

el Restablecer al actor en su derecho, requiriendo a dicho
efecto a la Sala citada para que adopte tales medidas, de acuer·
do con el fundamento juridico último de la presente sentencia.

2. Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta sentencia en el cBoletin Oficial del Estado..

Dada en Mtldrid a 7 de lunio de 1984.-Manuel García-Pela.yo
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco V.
lIeio.-Gloria Begué Cantón.-Rafael G6mez-Ferrer Morant.­
Angel Escudero del Corral.-Flrmados y rubricados.

Sala Primera.-Excelentísimos señores: Manuel Garcfe.-Pelayo
Alonso, Angel Latorre Segura. Manud Diez de Velasoo Valleio,
Gloria Begué Cantón, Rafael GÓmez·Ferrer Morant y Angel
Escudero del Corral.

Número da Registro: 306/83.
Asunto: Amparo promovido por don Vicente Miralles Sola.
Sobre: Contra resoluciones dict6das por la Sala Primera de

lo Contencioso-Admimstrativo de la Audiencia Territorial de 'Bar­
celona.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, en el asunto
306 183. ha acordado dictar el siguiente

AUTO

1. ANTECEDENTES

1. Con fecha 7 de junio de 1984 la sala Primera del Tribunal
Constitucional ha dictado sentencia en el recúr'so de amparo
número 306183, fonnulado por el Procurador de los Tribunales
don Eduardo Mu'(ioz-Cuéllar Pernia, en representación de don

Pleno. Conflicto positivo de competencia núme·
ro 90/1982. Sentencia número 6811984, de 11 de junto.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra, Vicepresidente, y don Angel La·
torre Segura. don Manuel Diez de Velasco ValleJo, don Francis­
co Rubio Llorente, dada Gloria Begué Cantón. don Luis Diez
Picaza, don Francisco Tomás v Valiente, don Rafael Gómez ......ner
Morant, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verda­
guer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si,lituiente

SENTENCIA

en el conflicto positivo d'" competencia número 9011982, plantea­
do por el ConseJo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufta,
representado por el Abogado don Manuel Mana Vicens \1.atas.
en relación con los articulos VI, números 1, 2 Y 3; 2.·, núme­
ros 2. 3 Y 4: 3.°, 5.· Y 8.·, pArrafo primero, y disposición tran­
sitaría del Real Decreto 285811981, de 27 de noviembre, sobre
calificación de aeropuertos civiles. Ha sido parte el Abogado
del Estado, en representación del Gobierno, y ponente el Ma­
gistrado don Antonio Truyol Serra. quien expresa el parecer
del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. Publicado en el ..Boletín Oficial del Estado_ número 290,
de 4 de diciembre de 1981, el Rea.l Decreto de la Presidencia nú~

mero 2858/1981, de 27 de noviembre, sobre calificación de aero­
puertos civiles. el Consejo EJecutivo de la Generalidad de Cata~

Iufta, mediante escrito dirigido al excelentísimo sei\or Presi­
dente del Gobierno en fecha 28 de enero de 1982, planteó
requeJimiento de incompetencia, de acuerdo con lo establecido
en el articulo 63 de la Ley OrgAnfca de este Tribunal (LOTC) ,
contra la mencionada disposición, por entender que los articu­
las 1.0, númreos 1, 2 Y 3; 2.°, números 2, 3 Y 4: 3.0• 5." Y 6.0. pá­
rrafo primero, y la disposición transitoria, vulneran la compe­
tencia de esta Comunidad Aut6noma, en virtud de lo que
dispone la Constitución (en adelante CE), el Estatuto de Au~
tonomia (en adelante EAC) y diversos Decretos de tn,>paso
de servicios.

2. Como consecuencia del referido escrito del Consejo Eje·
cutivo de la Generalidad de Catalui\a de fecha 2B de enero de
1982. el Gobierno de la Nación, reunido en Consejo de Mini.,tros
el 12 de febrero siguiente, acordó no atender dicho re1,o.leri·
miento, por estimarlo infundado. en consonancia, lo uno y lo
otro, con lo establecido en el articulo 63 de la Ley Orgé.nica 2/
1979, de 3 de octubre, de este Tribuna). En consecuencia, el Con­
sejo Ejecutivo, en su sesión del dia 9 de marzo, tomó la resO­
lución de plantear conntcto positivo de competencia en virtud
del articulo 63 y concordantes de la mencionada Ley Orgánica,
designando a los Letrados de su Gabinete Jurfdico Central, don
Manuel María Vlcens 1 Matas y doi\a Mercedes CurulI Maftinez,
para que, indlstintameIlte, representen y defiendan al Consejo

Vicente Miralles Sola, contra la provldenda de 7 de marzo
y auto de 13 de abrll de 1983, dictadas por la. Sala Primera de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Bar­
celona. Dicha sentencia ha sido notlflcada a partir del di6
11 de Junio de 1984.

2. El fallo de la sentencia, en su ntimero l. apartado C, dice
as1: -Rostablecer al actor en su derecho, requiriendo a dicho
efecto a la Sala citada para que adopte tales medidas, de acuer­
do con el fundamento Jurídico 11lttmo de la presente sentencia.-

1. En el mencionado número 1, apartado e, del fallo se ha
padecido el error de hacer constar la remisión al fundamento
luIidico _último., cuando debió decirse ..penúltimo_.

H. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El articulo 363 de la Ley de Enjuiciamiento Civil permite
que las sentencias puedan aclararse de oficio, en los supuesto.
y término que indica.

2. En el presente caso, aun cuando resulta evidente de 1&
simple lectura del punto 1, apartado C, del fallo de la sentencta~
procede poner de manifiesto el error material. contenido en 81
mismo, en el sentido de precisar que le. remisión al último con­
siderando de-be entenderse hecha al penúltimo considerandO.

En virtud de lo expuesto, la Sala acuerda aclarar el nl1me­
ro 1, apartado C, del fallo de la sentencia de 7 de junio de 1984.
recaida en el recurso. de amparo número 306/83, en el sentido
de que la remisión al fundamento Juridico ..último.. de la propia
sentencia ha de entenderse hecha al fundamento juridico -penúl·
timo. de la misma.

Madrid 12 de junio de 1984.-Manuel Gercia·Pelayo Albnso.­
Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco VaIlejo.-Gloria
Begué Cant6n.-R'afael G6mez-Ferrer Morant.-Angel Escudero
del CorraL-Firmados y rubricados.-Ante m1.-Pedro Herrera
Gabarda. -Firmado y rubricado.

E.jecutivo de la Generalidad y formulen las alegaciones perti­
nentes.

3. Don Manuel Maria Vicens 1 Matas promovió dicho con­
nieto positivo de competencia en escrito de 18 de marzo de 1982.
solicitando de este Tribunal que dicte sentencia por la que
se declare que la titularidad de la competencia controvertida
corresponde a la Generalidad de CataluAIL y se anulen 101 ar­
ticulas 1.0, números 1, 2 Y 3: el articulo 2.°, números 2, 3 Y
4: el articulo 3.°; el articulo 5.D

; el articulo 6.°, párrafo prlmero.
y la disposición transitoria del Real Decreto 2858/1981. de 'n
de noviembre, y cuantos actos y situaciones.de hecho -> de
derecho se hubiesen dictado o creado en ejecu::aón o al amparo
de los preceptos que han quedado relacionados si se evidel1,:ioJ,ra
su existencia.

a} Analiza en primer término el Abogado de la G9neraltdad
de Cataluña el preámbulo del Real Decreto impugnado, el cual
reconoce que la introducción en la Constitución de la categorI&
de aeropuertós de interés general ha supuosto la aparición en
nuestro ordenamiento jurídico-aeronáutico de conceptos y situ­
ciones que no fueron previstos en la Ley de Aeropuertos, ni en
la de navegación aérea, n.i en el Real Decreto-Iey 1211978. sobre
fijación y dflUmitaeión de facultades entre los Ministerial de
Defensa y de Transportes, Turismo y Comunicaciones, ., ,.
propone, según sus propios términos, fijar los criterios bAsicol
para limitar técn ica y administrativamente .1& discrecionalidad
con que se han de calificar los aeropuertos según se consideren
o no de interés general y las formas posibles de gestión de
los mismos, señaUmdose también literalmente que ello se hace
«con independencia, pero anticipando en materia aeroportuaria
la actualización de la mencionada Ley de Navegación Aérea-.
Lo cual significa que los autores del Real Decreto se atribuyen
en esta materia unas facultades prácticamente omnímodas, 01·
vidando que el artículo 149.1.20 de la CE traza en este punto
una linea divisarla entre las competencias del Estado y las
de los Entes autonómicos, definida por el interés general. e in­
clinando el nivel de competencias de uno y otras en beneficio
de la Administración del Estado y en perjuicio de la auto­
nómica.

bl Si en la mayoria de ocasiones el problema de la Jerarquía
normativa a la que expresamente se refiere el artículo 9.3 de
la ("'E debe quedar. reducido a una pura cuestión de legalidad.
t:-até.ndose de disposiciones que puedan afectar a: las campe·
tenc1as de las Comunidades Aut6nomas, como es aqui el caso,
el tema del rango formal de la nonna adquiere una dimensión
diferente, pues s6lo el órgano constitucional titular de la po­
testad de concretar los supuestos generales previstos por la
Constitución podrá determinM las compo!ltencias genéricdomente
atribuidas, incidiendo por ello tanto en el régimen compet~Dcial

del Estado como en el de las Comunidades Autónomas. Basán­
dose en que el articulo 86.1 de la CE excluye de la facultad
del Gobierno de dictar decretos-leyes en el lupuesto de que pu&-­
da quedar afectado el ..régimen de las Comunidades Autónomas_
entiende el Abogado de la GeneraUdad de Cataluña que CaD
mayor motivo no podrá el Gobierno afectar dicho régimen, ni
por ende sus competencias. mediante nonDas con rango formal
de decreto. Como el mismo preé.mbulo del Real Decreto Impug­
nado reconoce¡ la categoría nueva -aeropuertos de Interés ae-


